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LA TERCERÍA DE DOMINIO
I.- INTRODUCCIÓN
 La Tercería de Dominio en la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881, ha revestido caracteres que no concordaban ni con su finalidad ni con los requisitos objetivos derivados de su planteamiento ante los distintos Tribunales.

Hay que tener en cuenta, a este respecto, que la tercería de dominio habrá de ser entendida como un procedimiento judicial que intenta conciliar la realidad fáctica con la realidad jurídica en el momento en que en un proceso determinado, una vez obtenida Sentencia se insta la ejecución.

En este sentido, resulta encomiable la evolución jurisprudencial, máxime si tenemos en cuenta que se ha producido un cambio cualitativo en las expectativas de lo justiciable.

La Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881, que trae causa de un proceso anclado en las cuestiones formales del “solemnis ordo iudicialis”, se transforma en un proceso que el legislador de la Ley 1/2000 pretende “simplificar” acercando realmente la Administración de Justicia a lo justiciable.
La L.E.C. 1/2000 supone, en el caso que nos ocupa, para la totalidad de la Doctrina un claro avance en este instituto jurídico y una sistematización de las dispersas y confusas normas que regulaban el mismo.

II.- Anteriormente se llegó a confirmar por la Jurisprudencia del Tribunal Supremo que la tercería de dominio implicaba el ejercicio de una acción reivindicatoria y la exigencia para que prosperara de lo especificado en el artículo 348 del Código Civil, en tanto en cuanto que, debían de concurrir tres requisitos: el titulo de propiedad o justificación del dominio exclusivo y excluyente del tercerista; identificación de la cosa que se reclama, conforme dicho título  y la detentación o posesión legal al que dar dicha cosa afecta al cumplimiento de obligaciones no imputables al verdadero dueño.

Pues bien, a pesar de las comparaciones existentes entre la tercería de dominio y la acción reivindicatoria, en estos momentos viene siendo unánime el criterio diferenciador, manteniéndose por la Doctrina y la Jurisprudencia del Tribunal Superior (por todas, Sentencia de 31 de Mayo de 1993) que mientras la acción reivindicatoria se interpone contra el poseedor no propietario, tercería de dominio va contra el ejecutante no poseedor, y el ejecutado que en muchos casos tampoco lo es. Así pues, mientras la primera pretende la recuperación de la cosa la segunda pretende, con finalidad exclusiva la condición de tercero, o lo que es lo mismo, sustraer el bien del procedimiento de apremio por no pertenecer al apremiado. (Auto nº 535 de la Audiencia Provincial de Castellón, Sección 3ª de 2 de Noviembre de 2005).
Hay que recalcar que, siendo actualmente pacífico en la Doctrina y la Jurisprudencia que la función procesal de la tercería de dominio radica, pues, en la DECLARACIÓN DE INEFICACIA DEL EMBARGO TRABADO y no en la acción de declaración del dominio. Es decir, la tercería de dominio, regulada en el artículo 595 de la L.E.C. pretende que se alce el embargo trabado y se declare su ineficacia, impidiendo la posterior transferencia de la cosa embargada, de modo que se sustraiga del procedimiento de apremio aquel bien que no pertenece al patrimonio del deudor. Por tanto, en la tercería de dominio ni se discute ni se resuelve acerca de a quien corresponde la verdad dominical o la atribución del derecho de propiedad (Sentencia del Tribunal Supremo de 4 de Julio de 1989), lo que no obsta a que las Sentencias también emitan un pronunciamiento sobre la titularidad dominical, como soporte causal para decidir el alzamiento.

Habrá que indicar que son necesarios los siguientes requisitos para que se pueda plantear y obtener la pretensión procesal en cualquier tercería de dominio: a) Que en un procedimiento de ejecución o de apremio se constituya un embargo sobre un bien cuya titularidad se atribuya al deudor sin ostentarla; b) Que quien ejercite la acción acredite el dominio sobre aquel bien con anterioridad a la constitución de la traba; c) Que no está vinculado, de algún modo, para la efectividad del embargo, es decir, que exista ajeneidad a la deuda reclamada; d) Que la acción de liberación se ejercite antes de la transmisión del bien en pública subasta. (Sentencia del Tribunal Supremo de 15 de Febrero de 1985).
III.- El artículo 596 de la L.E.C. exige que se presente la demanda antes de que se haya procedido a la venta en pública subasta siendo que el bien embargado sea un inmueble habrá que entender que el día final es cuando se expide el testimonio en el que se consigna el Auto aprobando el remate o la resolución adjudicando el bien. Ello es así por cuanto dicho titulo es inscribible en el Registro de la Propiedad, produciéndose, de tal forma la “ficta traditio” del indicado bien. A este respecto, si se tiene en cuenta la naturaleza jurídica de la tercería de dominio, habrá que entender que la legitimación exige la titularidad del bien en el momento de la interposición de la demanda, teniendo en cuenta que entre otras la Sentencia del Tribunal Supremo de 23 de Abril de 1992 y 22 de Septiembre de 2001 vienen a ratificar dicho criterio en el sentido de que: “a lo que ha de atenderse es a la fecha en que los embargos tuvieron lugar, conforme a la reiterada doctrina de la Sala”. 
Dicha consolidada doctrina entiende que la omisión del asiento de la demanda de tercería de dominio no impediría proceder a la realización forzosa de la finca, cuya adquisición no hubiera sido anterior a la práctica de la traba. Así pues, si las fincas se embargan CUANDO YA ESTÁN EN EL PATRIMONIO DE LOS EJECUTADOS, procede la continuación del embargo, ya que al ser el mismo de fecha anterior tiene prioridad sobre el derecho del presunto tercerista.
Hay que concluir que, al margen de que se tenga o no derecho a obtener el alzamiento del embargo por ser el titular del bien, ES NECESARIO QUE SE PRESENTE LA DEMANDA ANTES DE QUE SE HAYA PROCEDIDO A LA VENTA DEL BIEN EMBARGADO AL ACREEDOR O A UN TERCERO “EN PÚBLICA SUBASTA”. Estas exigencias son puramente procesales, debiendo, por tanto, ser analizadas por el Juzgador previamente.
Evidentemente, existe un momento preclusivo para interponer la demanda de tercería y ese momento es el establecido en el artículo 596.2 de la L.E.C., en el que se establece que los efectos del embargo se extinguen, ya que se ha producido la transmisión del bien y se ha dictado el Auto aprobando el remate siendo inscribible dicho título en el Registro de la Propiedad, produciéndose la “ficta traditio”, similar a la especificada en el artículo 1.464 del Código Civil. El embargo existe desde que la Autoridad Judicial lo decreta con independencia de su anotación en el Registro, con el fin de enervar la aplicación del artículo 34 de la Ley Hipotecaria, ya que en ese caso, el tercero que adquiere a título oneroso un inmueble inscrito en el Registro no conoce la existencia del embargo o traba del mismo y, por tanto, no puede invocar la buena fe en dicha adquisición.
El momento que ha de tenerse en cuenta para la determinación de la legitimación activa, en lo referente a la prescripción es el momento de la traba y lo que viene a determinar la preferencia entre derechos concurrentes (Sentencia del Tribunal Supremo de 27 de Enero de 1991) en dicho momento, correspondiendo al tercerista demostrar su titularidad a la fecha de la traba.
IV.- Debido a la cognición limitada de la tercería de dominio que sólo puede ir dirigida al alzamiento del embargo habrá que exigir al menos los siguientes presupuestos:

1) La demostración de título legítimo del mismo.

2) La identificación de la cosa sobre la que se pretende acordar el levantamiento del embargo acordado en procedimiento de ejecución anterior. Recae sobre el tercerista la obligación de probar la existencia del dominio a su favor a la fecha del embargo que quiere levantar.

El título suficiente de dominio no puede convertir, como ya se ha indicado, la acción de tercería en una acción declarativa, siendo suficiente la prueba de alguno de los llamados modos de adquirir la propiedad. En el artículo 1.227 del Código Civil, en este sentido, no establece un sistema de numerus clausus, admitiendo una serie de datos que la Sala puede tener en cuenta a la hora de estimar la bondad de la fecha que se consigna en el documento privado, cuales son a título de ejemplo, la exclusiva posesión de la vivienda por parte de la actora, el empadronamiento en la misma, el timbre del papel en que se documentó, y, en definitiva también, en su caso, la testifical realizada sin ánimo defraudatorio. El apartado XVII de la Exposición de Motivos de la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil ha definido claramente la limitación cognitiva del conocimiento de tercería de dominio, en el que el análisis respecto a la titularidad del bien embargado no ostenta la condición de objeto principal, centrándose la nueva regulación en la decisión de si procede la desafección o el mantenimiento del embargo con nulo e inexistente efecto de provocar una cuasi declaración de titularidad dominical. El Auto de la Audiencia Provincial de Granada de 14 de Octubre de 2005, recalcando lo establecido en la Exposición de Motivos de la LEC de 2000, especifica, con referencia a la tercería de dominio que: “no se concibe ya como un proceso definitorio del dominio y con el efecto secundario de alzamiento del embargo del bien objeto de tercería, sino como incidente, en sentido estricto, de la ejecución, encaminado directa y exclusivamente a decidir si procede la desafectación o el mantenimiento del embargo”.

Todo ésto conlleva a la separación de la acción reivindicatoria y de la tercería de dominio que sólo pretende liberar del embargo a los bienes indebidamente trabados.

Así pues, la tercería de dominio no puede tener por objeto ni la recuperación de la cosa ni la declaración de la propiedad, todo ello sin perjuicio de las acciones que en vía ordinaria puedan ejercitar los interesados para dicha declaración.     

El Auto de la Audiencia Provincial de Ciudad Real, de 11 de Diciembre de 2005, también afirma lo anteriormente expuesto denegando el Recurso planteado por una mercantil indicando que en ningún momento en la tercería se puede alegar, probar o realizar un análisis contradictorio de la titularidad dominical y que la misma, por tanto, no puede en modo alguno constituir uno de los efectos de la resolución judicial que se dicta en la tercería. Así se configura la tercería como un proceso en el que existe una ejecución abierta y en trámite, persiguiendo dicha tercería únicamente la pretensión liberatoria, como consecuencia de la cual la atribución dominical no es más que un antecedente o presupuesto condicionante y nunca una declaración consecuente.
V. SIMULACIÓN DE CONTRATO

Se produce desgraciadamente con relativa frecuencia la existencia de relaciones jurídicas entre el tercerista y la parte ejecutada y posteriormente codemandada, para eludir el crédito contraído por esta última.

Como quiera que no cabe la vía reconvencional en la tercería de dominio debido a la limitación cognitiva de ese procedimiento y a la única pretensión ejercitable en el mismo de liberación de traba, nada obsta a que en la tercería se oponga, en el trámite de contestación la nulidad o ineficacia del título de dominio, a los efectos de enervar la liberación del embargo trabado sobre el bien embargado. Sentencias del Tribunal Supremo de 18 Noviembre de 2003 y 16 de Abril de 2002.
El Tribunal Supremo en reciente Sentencia de 11 de Febrero de 2005 declara legítima la oposición a la tercería mediante la alegación de contrato simulado, entendiendo como suficiente para la prueba de dicha simulación las presunciones como indicios evaluados en conjunto y reveladores de la actuación simulatoria (Sentencias del Tribunal Supremo del 29 de Diciembre de 2000 y 25 de Septiembre de 2003). Dicha Doctrina no permite un pronunciamiento sobre la titularidad del bien embargado y, conforme el artículo 603 de la Ley de Enjuiciamiento Civil se pronunciará sobre la pertenencia del bien y la procedencia de su embargo a los únicos efectos de la ejecución en curso, sin que produzca efectos de causa juzgada en relación con la titularidad del bien.
Así,en el Auto de la Audiencia Provincial de Madrid, Sección nº 14, de 22 de Diciembre de 2005, se desestima el Recurso planteado por el tercerista ahora recurrente atendiendo a que existía una hipoteca que no era en garantía de devolución de una cantidad recibida por el deudor, sino en atención a deudas anteriores a la garantía hipotecaria, deudas cuya naturaleza y condiciones no se describen y cuya existencia no ha sido probada.
También en el Auto de la Audiencia Provincial de Madrid, Sección nº 19, de 18 de Octubre de 2005, también se analizan la simulación realizada analizando que en el demandante de tercería es sobre quien pesa la carga de la prueba de que es titular dominical del bien embargado, pudiendo acreditar dicha realidad mediante contrato privado o por otros medios de prueba distintos de su incorporación a un Registro Público. Se plantea en el caso en cuestión que al procedimiento de tercería se acompañan documentos privados, con una serie de indicios, como por ejemplo los pagos de los recibos de comunidad del inmueble a nombre de los demandantes de tercería, que llevan al total convencimiento al Tribunal de que adquirieron dicha vivienda en la fecha que consta en los documentos privados. El Tribunal valora dichos documentos privados y también la “traditio”, es decir, la entrega efectiva del inmueble que se trata, lo que viene a significar una compraventa consumada, no existiendo simulación alguna.

Por último, cabe destacar en este apartado, el Auto de la Audiencia Provincial de Barcelona, de fecha 23 de Enero de 2006 que, por su contenido, es una Resolución en la que se manifiesta claramente despegando todos sus efectos el Principio de buena fe procesal recogida en la Ley de Enjuiciamiento Civil del 2000. 

En la tercería de dominio se alega la titularidad de un derecho de usufructo sobre la finca embargada aportando únicamente un certificado de convivencia del que resulta que la tercerista convive en la vivienda embargada con su titular registral, sin que se aporte ningún indicio o principio de prueba de la existencia del pretendido derecho de usufructo en que funda su pretensión. La demanda fue rechazada de plano y también el Recurso de Apelación interpuesto. La tercería se presenta en el Juzgado el 16 de Febrero de 2005 con el fin de lograr la suspensión de la subasta señalada para el 17 de Febrero de  2005.
El artículo 542.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial impone a los abogados el Principio de la buena fe en su actuación recogido también en el artículo 36 del Estatuto General de la Abogacía Española como obligaciones “la probidad, lealtad y veracidad”. En el caso que nos ocupa, de acuerdo con lo establecido en el artículo 247 de la L.E.C., se impuso al Letrado actuante la sanción de 1.800 €uros, teniendo en cuenta que dicho artículo permite una multa entre 180 y 6.000 €uros, entendiendo que la finalidad pretendida con la demanda infundada no era otra que la suspensión de la subasta antedicha. 

Como se puede observar, una vez más, la tercería de dominio es un procedimiento perfectamente regulado ya en nuestra Ley de Enjuiciamiento Civil y debidamente interpretado por los Tribunales que no permiten, como ha venido sucediendo con alta frecuencia la utilización de la misma en fraude de acreedores y con una interpretación torticera de la norma. Sin embargo, y por ello, se quiere terminar este comentario de Jurisprudencia con el Auto mentado, exponiendo que los Tribunales deben de cuidar que las partes se atengan a la Ley, sancionando con mucha mayor frecuencia de la aquí comentada los fraudes que se pretendan cometer.
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